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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN LABORAL
Radicación Nro. :

66001-22-05-000-2016-00013-00 
Referencia: 

Acción de Tutela
Accionante: 

Diana Marcela Bedoya Correa 
Accionante: 

Dirección de Sanidad Militar del Ejército Nacional y otro
Providencia: 
              Sentencia de primera instancia
Magistrado Ponente:         
Issa Rafael Ulloque Toscano

Tema a Tratar: 

TEMERIDAD EN TUTELA/ No se configura por ausencia del requisito de la identidad de partes 
“(…) esta Sala de Decisión concluye que si bien existe en principio identidad en la causa petendi y el objeto entre ambas acciones constitucionales, en la tutela presentada el pasado 2 febrero por la señora Correa Bedoya no se advierte una identidad de partes, toda vez que la misma fue dirigida en contra de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y no en contra del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, accionada en la acción primigenia y que, solo hace parte dentro de la presente acción en virtud de la vinculación oficiosa que ordenó esta Corporación.”
DERECHO DE PETICIÓN/ Deber de brindar respuesta oportuna y de fondo a la solicitud

“(…) ha transcurrido a la fecha de radicación de la presente tutela un término de aproximadamente dos meses, sin que la autoridad competente se haya pronunciado de fondo o en su lugar brindado una explicación por la imposibilidad de resolverla oportunamente, indicando el plazo en que lo hará.

(…) no obra en el proceso medio de convicción que acredite lo contrario, aunado a que para la presente tutela no existió pronunciamiento por parte de la entidad accionada, lo que permite concluir que el comportamiento asumido por la autoridad competente frente a la solicitud de la señora Diana Marcela Bedoya Correa, configura una clara violación al derecho de petición, atribuible a la omisión de un deber constitucional y legal claramente establecido para las autoridades o particulares ante quienes se acude en un legítimo derecho de elevar peticiones respetuosas.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-883 de 2001 y T-146 de 2012.  
Pereira, febrero dieciséis (16) de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 16 de febrero de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por la señora DIANA MARCELA BEDOYA CORREA, quien actúa en nombre propio, ante la presunta violación de su derecho fundamental de petición.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Diana Marcela Bedoya Correa, identificada con cédula de ciudadanía No. 43.288.637, expedida en Andes, Antioquia.
ACCIONADO:
Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.
VINCULADO:

Dirección del Dispensario Médico N° 3029 del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo”.
SENTENCIA

I. ANTECEDENTES

Relata la accionante que el día 4 de noviembre del año anterior radicó derecho de petición ante el Dispensario Médico del Batallón San Mateo, con el objeto de que le fueran reembolsados los viáticos en que incurrió al llevar a su hija a la ciudad de Bogotá para asistir a una cita médica y efectuarse unos exámenes.
Indica que el 30 de noviembre esa dependencia le informó que su petición había sido remitida a la Dirección de Sanidad del Ejército, sin embargo, a la fecha no ha obtenido respuesta. 

Conforme a lo anterior, solicita ordenar a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional que atienda su petición y, en consecuencia, efectúe el desembolso de los gastos en que incurrió y que se relacionaron precedentemente.
II. TRÁMITE
Mediante auto de 3 de febrero de 2016, visible a folio 11 del expediente, se dispuso dar trámite a la presente acción constitucional, se ordenó la vinculación de la Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo y se concedió el término de 2 días para que las autoridades accionada y vinculada ejercieran su derecho de defensa. 
III. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA:
Para la entidad accionada, Dirección de Sanidad del Ejercito Nacional, dicho término transcurrió en silencio.

Por su parte, la entidad vinculada, Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, a través del escrito visible a folios 16 a 17 indicó que el derecho de petición a que hace referencia la accionante fue remitido por competencia a la Dirección de Sanidad del Ejército desde el 6 de noviembre pasado, trámite que se le informó a la señora Bedoya Correa desde el 30 de noviembre de 2015 y que, esta dependencia mediante escrito de fecha 15 de enero del año en curso resolvió de fondo la solicitud elevada.

Aduce igualmente que por los hechos que se debaten en el presente trámite constitucional la señora Bedoya Correa presentó acción de tutela cuyo conocimiento le correspondió al Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, Corporación que denegó el amparo por improcedente.

IV. ACTUACIÓN DEL DESPACHO.

Una vez se allegó respuesta por parte de la Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, se requirió a la Secretaría del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, para que certificara si en efecto, la señora Bedoya Correa había tramitado acción de tutela pretendiendo el reconocimiento de los viáticos por el traslado a la ciudad de Bogotá con su menor hija, ante lo cual se allegó el oficio N° 520 con el que se remitió copia auténtica de la sentencia emitida por el Magistrado Fernando Alberto Álvarez Beltrán, de la cual se advierte que los hechos que motivaron ese trámite constitucional coinciden en su totalidad con los conocidos por esta Sala de Decisión, en tanto se busca la protección del derecho fundamental de petición, con ocasión de la solicitud radicada el día 4 de noviembre de 2015 para obtener el pago de viáticos.
V. CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se advierten cumplidos los elementos que la jurisprudencia constitucional ha decantado para que se advierta la presencia de “temeridad” de que trata el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991?


¿En caso negativo, se evidencia vulneración del derecho fundamental de petición de la accionante?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
De la temeridad.

El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, consagra:

“ARTICULO 38. ACTUACION TEMERARIA. Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes…”
De conformidad con la normativa transcrita y según lo ha definido la H. Corte Constitucional
, existe temeridad cuando concurren los siguientes elementos:
· Existe identidad fáctica en relación con otra acción de tutela.

· Existe identidad de demandante, en tanto la segunda petición de amparo se presenta por parte de la misma persona o su representante.

· Existe identidad del sujeto accionado.

· Existe falta de justificación para interponer la nueva acción.

De tal modo que la existencia de tales elementos evidencia la actuación temeraria, y por ende, la indebida utilización de la acción de tutela, contrario sensu, de faltar uno de ellos, no puede tenerse como estructurada la referida figura.

Caso concreto 1
En el presente asunto, la señora Diana Marcela Bedoya Correa, aduce la vulneración de su derecho fundamental de petición por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, entidad que luego de transcurridos más de dos meses desde que la Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo le remitió la solicitud que presentó el 4 de noviembre de 2015, no le ha suministrado respuesta en relación con el reembolso de los viáticos en que incurrió para trasladar a su menor hija a la ciudad de Bogotá para atender una cita médica y le fueran practicados unos exámenes.
Conforme a las copias de las providencias remitidas por la Secretaría General del Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, en esa Corporación la aquí accionante también tramitó una solicitud de amparo pretendiendo la protección de su derecho fundamental de petición, a su parecer vulnerado por la falta de respuesta a la petición de reembolso de viáticos, radicada ante el Dispensario Médico del Batallón San Mateo el día 4 de noviembre de 2015, por lo que la llamada como accionada fue esta última entidad.
La aludida Corporación, mediante sentencia de 10 de diciembre de 2015, “rechazó por improcedente” esa solicitud de amparo, al considerar que con la remisión de la petición a la Dirección de Sanidad Militar y la información de ese hecho a la accionante, se había cumplido con lo establecido por el artículo 21 de la Ley 1437 de 2011, por lo que no podía predicarse vulneración del derecho ante la configuración del hecho superado.

En este orden de ideas, esta Sala de Decisión concluye que si bien existe en principio identidad en la causa petendi y el objeto entre ambas acciones constitucionales, en la tutela presentada el pasado 2 febrero por la señora Correa Bedoya no se advierte una identidad de partes, toda vez que la misma fue dirigida en contra de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y no en contra del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, accionada en la acción primigenia y que, solo hace parte dentro de la presente acción en virtud de la vinculación oficiosa que ordenó esta Corporación.
Ahora bien, revisando detenidamente la solicitud de amparo, se advierte que la pretensión está dirigida exclusivamente en contra de la Dirección de Sanidad del Ejército, aspecto que resulta acertado conforme a la decisión proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, en la que en últimas determinó que era esta entidad la competente para emitir la respuesta de fondo frente a la multicitada petición.
En este orden de ideas, al no concurrir la totalidad de los elementos determinados en precedencia para que se configure temeridad dentro de la presente acción, es procedente continuar con la resolución de fondo de la misma.
Del derecho de Petición:

Respecto al derecho de petición ha precisado la Honorable Corte Constitucional que es determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, pues permite a toda persona, entre otras cosas, reclamar ante las autoridades explicaciones acerca de las decisiones adoptadas y que de manera directa o indirecta les afectan, además que la voluntad del Constituyente de incluir el derecho de petición dentro del capítulo de la Carta Política conocido como “de los derechos fundamentales” no fue otra que garantizar, de manera expresa, a los gobernados la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.
Así mismo, en cuanto a la contestación de las peticiones, advirtió que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea (artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución verse sobre lo pedido y no sobre un tema semejante. 

Conforme a los planteamientos de la Honorable Corte Constitucional, una de las características del derecho de petición es que no implica que el agente que recibe la petición esté obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado cuando la autoridad responde oportunamente, aunque ésta sea negativa. Es decir, que la resolución a la petición “producida y comunicada dentro de los términos que la ley señala, representa la satisfacción del derecho de petición”, independiente de que sea favorable o desfavorable a las pretensiones del interesado, pero “si la autoridad ha dejado transcurrir los términos contemplados en la ley sin dar respuesta al peticionario, es forzoso concluir que vulneró el derecho pues la respuesta tardía, al igual que la falta de respuesta, quebranta, en perjuicio del administrado, el mandato constitucional”.


Así mismo, la alta Corporación en la sentencia T-146 de 2012 sintetizó las reglas para la protección del derecho de petición, de la siguiente manera:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

 d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente…”.

Ahora bien, respecto a los términos generales para resolver de manera oportuna una petición, dispone el inciso 1° del artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por la Ley 1755 de 2015, “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción…”.
Caso concreto 2
En el caso concreto, y acorde con la posición jurisprudencial de la Honorable Corte Constitucional advierte la Sala que el amparo al derecho de petición debe ser concedido, toda vez que el material probatorio obrante en el expediente permite concluir que desde el día 6 de noviembre de 2015 –fls. 7 y 16 y s.s.- la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional recibió por competencia la petición de la señora Correa Bedoya. 
Sin embargo, ha transcurrido a la fecha de radicación de la presente tutela un término de aproximadamente dos meses, sin que la autoridad competente se haya pronunciado de fondo o en su lugar brindado una explicación por la imposibilidad de resolverla oportunamente, indicando el plazo en que lo hará.
Lo anterior, como quiera que no obra en el proceso medio de convicción que acredite lo contrario, aunado a que para la presente tutela no existió pronunciamiento por parte de la entidad accionada, lo que permite concluir que el comportamiento asumido por la autoridad competente frente a la solicitud de la señora Diana Marcela Bedoya Correa, configura una clara violación al derecho de petición, atribuible a la omisión de un deber constitucional y legal claramente establecido para las autoridades o particulares ante quienes se acude en un legítimo derecho de elevar peticiones respetuosas.
En ese orden de ideas, se tutelará el derecho fundamental invocado por la accionante y se ordenará al Director de Sanidad del Ejército Nacional, Brigadier General Carlos Arturo Franco Corredor, o a quien haga sus veces, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de este proveído si aún no lo hubiere hecho, proceda a responder de fondo la petición elevada por la señora Diana Marcela Bedoya Correa el pasado 4 de noviembre de 2015 ante la Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo y que le fuera remitida por competencia desde el 6 de noviembre siguiente, debiendo notificarle la decisión en la mayor brevedad posible.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,

FALLA

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición de la señora DIANA MARCELA BEDOYA CORREA, frente a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.

SEGUNDO: ORDENAR como consecuencia de lo anterior, al Director General de Sanidad del Ejército Nacional, Brigadier General Carlos Arturo Franco Corredor, o a quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, si ya no lo hubieren hecho, proceda a responder de fondo la petición elevada por la señora Diana Marcela Bedoya Correa el pasado 4 de noviembre de 2015 ante la Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo y que le fuera remitida por competencia desde el 6 de noviembre siguiente, relacionada con el pago de unos viáticos por el traslado de su menor hija Dayana Camila Bonilla Bedoya a la ciudad de Bogotá, debiendo notificarle la decisión en la mayor brevedad posible.

SEGUNDO: DESVINCULAR de la presente acción a la Dirección del Dispensario Médico del Batallón San Mateo, conforme lo expuesto en precedencia.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

CUARTO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                  Magistrado

LEONARDO CORTÉS PÉREZ

Secretario
� T-883/2001





